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b) Incumplimiento de la finalidad para la que la sub-
vención fue concedida.

c) Incumplimiento de la obligación de justificación.
d) Incumplimiento de las obligaciones impuestas a los

beneficiarios con motivo de la concesión de la subvención.
e) La negativa u obstrucción a las actuaciones de control

establecidas en el art. 85.bis de la Ley General de la Hacienda
Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

f) Igualmente en el supuesto contemplado en el art. 111
de la Ley 5/1983, procederá el reintegro del exceso obtenido
sobre el coste de la actividad desarrollada.

Esta Resolución, que agota la vía administrativa, podrá
ser recurrida, potestativamente, en reposición ante este órgano
administrativo en el plazo de un mes a partir del día siguiente
a la recepción de la notificación de la presente, o podrá inter-
ponerse contra la misma directamente recurso contencioso-ad-
ministrativo en la forma y plazos establecidos en la Ley regu-
ladora de dicha Jurisdicción, de conformidad con lo establecido
en el artículo 116 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común.

Huelva, 26 de septiembre de 2001.- El Delegado, Juan
Ceada Infantes.

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

RESOLUCION de 26 de septiembre de 2001, de
la Dirección General de Organización, Inspección y Cali-
dad de los Servicios, por la que se emplaza a los ter-
ceros interesados en el recurso contencioso-adminis-
trativo núm. 903/2001-1.º RG 3252 ante la Sección
Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía con sede
en Sevilla.

En cumplimiento de lo ordenado por la Sección Primera
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Andalucía con sede en Sevilla, comunicando
la interposición del recurso contencioso-administrativo número
903/2001-1.º RG 3252, interpuesto por doña Isabel Alexan-
dre Marín, contra el Decreto 67/2001, de 6 de marzo, por
el que se modifica la relación de puestos de trabajo de la
Administración General de la Junta de Andalucía, correspon-
diente al Instituto Andaluz de la Mujer, publicado en el BOJA
núm. 40, de 5 de abril de 2001.

En consecuencia, de conformidad con lo ordenado por
la citada Sección y a tenor de lo dispuesto en el artículo 49.1,
de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa,

HE RESUELTO

Ordenar la publicación de la presente Resolución en el
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a cuantos
resulten interesados para que puedan comparecer y personarse
en Autos ante la Sección Primera de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Anda-
lucía con sede en Sevilla, en el plazo de nueve días siguientes
a la publicación de la presente Resolución.

Sevilla, 26 de septiembre de 2001.- El Director General,
Alfonso Garrido Avila.

RESOLUCION de 17 de septiembre de 2001, de
la Delegación Provincial de Málaga, por la que se hacen
públicos los listados provisionales de admitidos y exclui-
dos de las Ayudas con cargo al Fondo de Acción Social,
modalidad Protésica y Odontológica, para el personal
funcionario y no laboral y para el personal laboral al
servicio de la Administración de la Junta de Andalucía
con destino en la provincia de Málaga.

Vistas las solicitudes presentadas por el referido personal
durante el período comprendido entre el 1 de diciembre de
2000 y el 10 de mayo de 2001, relativas a la modalidad
Protésica y Odontológica, correspondientes a las Ayudas con
cargo al Fondo de Acción Social para el personal funcionario
y no laboral y para el personal laboral al servicio de la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía con destino en la provincia
de Málaga que establecen las Ordenes de 10 y 12 de julio
de 1996 (BOJA núm. 85, de día 25), mediante las que se
aprueban los Reglamentos de las citadas Ayudas, y teniendo
en cuenta los siguientes

H E C H O S

Primero. Que el artículo 4.1, en relación con el artículo 1.1
de las mencionadas Ordenes, establece que la modalidad de
Ayuda Protésica y Odontológica tendrá el carácter de actividad
continuada a lo largo de cada ejercicio.

Segundo. Que en la Sección 1.ª del Capítulo II de las
repetidas Ordenes se regula específicamente cuanto se refiere
a la expresada modalidad de Ayuda Protésica y Odontológica.

Resultando de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. El artículo 9.7.b) de la Orden de esta Consejería
de 10 de noviembre de 2000, por la que se delegan com-
petencias en diversas materias (BOJA núm. 138, de 30 de
noviembre), que atribuye a esta Delegación Provincial la com-
petencia para la gestión y resolución de la Ayuda Protésica
y Odontológica regulada en los Reglamentos de Ayudas de
Acción Social para el personal funcionario y no laboral y para
el personal laboral al servicio de la Administración de la Junta
de Andalucía con destino en la provincia de Málaga.

Segundo. El artículo 5, en relación con el artículo 10
y concordantes de las mismas Ordenes reguladoras de pro-
cedimiento de resolución y adjudicación de estas Ayudas, así
como la Resolución de la Dirección General de la Función
Pública mediante la que se fijan las cantidades de tales Ayudas
para el ejercicio 2000.

Vistos los Hechos y Fundamentos de Derecho expuestos
y demás preceptos de general aplicación, esta Delegación
Provincial

R E S U E L V E

Primero. Publicar los listados provisionales del personal
funcionario y no laboral y del personal laboral excluido de
las Ayudas con cargo al Fondo de Acción Social, ejercicio
2000, en la modalidad de Protésica y Odontológica, con indi-
cación de las causas de exclusión, que a tales efectos quedarán
expuestos en la Delegación Provincial de Justicia y Adminis-
tración Pública de Málaga.

Segundo. Conceder un plazo de quince días naturales,
contados a partir del día siguiente a la publicación de la pre-
sente Resolución, para que los interesados presenten las recla-
maciones que estimen pertinentes en relación con el contenido
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de dichos listados y, en su caso, subsanen los defectos pade-
cidos en su solicitud o en la documentación preceptiva.

Dichas reclamaciones se presentarán en el Registro Gene-
ral de la Delegación Provincial de Justicia y Administración
Pública, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 38.4
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

Málaga, 17 de septiembre de 2001.- La Delegada, Aurora
Santos García de León.

CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO TECNOLOGICO

ORDEN de 15 de octubre de 2001, por la que
se garantiza el funcionamiento del servicio público que
presta la empresa INUSA, encargada de la limpieza
y recogida de residuos sólidos en el centro de trabajo
Mercagranada en Granada, mediante el establecimien-
to de servicios mínimos.

Por el Sindicato Provincial de actividades diversas de
CC.OO. y por el Delegado de Personal de la empresa INUSA,
encargada de la limpieza y recogida de residuos sólidos en
el centro de trabajo Mercagranada en Granada, ha sido con-
vocada huelga a partir del día 23 de octubre de 2001, con
carácter de indefinida, y que, en su caso, podrá afectar a
los trabajadores de la mencionada empresa.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a
los trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus
intereses, también contempla la regulación legal del estable-
cimiento de garantías precisas para asegurar el mantenimiento
de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10
del Real Decreto 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de
Trabajo, faculta a la Administración para, en los supuestos
de huelgas de empresas encargadas de servicios públicos o de
reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas nece-
sarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esenciales
de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente por
la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquéllos,
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan
un funcionamiento normal del servicio y, al mismo tiempo,
procurando que el interés de la comunidad sea perturbado
por la huelga solamente en términos razonables».

Es claro que la empresa INUSA, encargada de la limpieza
y recogida de residuos sólidos en el centro de trabajo Mer-
cagranada en Granada, presta un servicio esencial para la
comunidad, cual es el mantenimiento de la salubridad, y por
ello la Administración se ve compelida a garantizar dicho
servicio esencial mediante la fijación de servicios mínimos,
por cuanto que la falta de salubridad en dicho centro colisiona
frontalmente con el derecho a la salud proclamado en el artículo
43 de la Constitución Española.

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto
a fin de hallar solución al mismo y, en su caso, consensuar
los servicios mínimos necesarios, y no habiendo sido ello posi-
ble, de acuerdo con lo que disponen los preceptos legales apli-
cables, artículos 28.2 y 43 de la Constitución; artículo 10.2

del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo; artículo 17.2
del Estatuto de Autonomía de Andalucía; Real Decreto
4043/1982, de 29 de diciembre; Acuerdo del Consejo de
Gobierno de la Junta de Andalucía de 5 de octubre de 1983,
y la doctrina del Tribunal Constitucional relacionada,

D I S P O N E M O S

Artículo 1. La situación de huelga convocada a partir del
día 23 de octubre de 2001 con carácter de indefinida y que,
en su caso, podrá afectar a los trabajadores de la empresa
INUSA, encargada de la limpieza y recogida de residuos sólidos
en el centro de trabajo Mercagranada en Granada, deberá
ir acompañada del mantenimiento de los servicios mínimos
que figuran en el Anexo de la presente Orden.

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977,
de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limi-
tación alguna de los derechos que la normativa reguladora
de la huelga reconoce al personal en dicha situación, ni tam-
poco respecto de la tramitación y efectos de las peticiones
que la motiven.

Artículo 4. La presente Orden entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Sevilla, 15 de octubre de 2001

JOSE ANTONIO VIERA CHACON ALFONSO PERALES PIZARRO
Consejero de Empleo y Desarrollo Consejero de Gobernación

Tecnológico

Ilmo. Sr. Director General de Trabajo y Seguridad Social.
Ilmo. Sr. Director General de Administración Local.
Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Consejería de Empleo y
Desarrollo Tecnológico e Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de
Granada.

A N E X O

Cada día de huelga, los servicios mínimos serán los corres-
pondientes al 30% de la plantilla de 13 trabajadores, resul-
tando 4 trabajadores.

Corresponde a la Empresa, en coordinación con la Admi-
nistración y participación del Comité de Huelga, la facultad
de designación de los trabajadores que deben efectuar los
servicios mínimos.

ORDEN de 16 de octubre de 2001, por la que
se garantiza el funcionamiento del servicio público que
presta la empresa Limtesa, en el centro de trabajo
del Hospital Costa del Sol de Málaga, mediante el esta-
blecimiento de servicios mínimos.

Por la Federación de Servicios de la UGT de Málaga ha
sido convocada huelga para los días 22, 23 y 24 de octubre
de 2001 y a partir del 5 de noviembre, con carácter de inde-
finida, y que, en su caso, podrá afectar a los trabajadores
de la empresa Limtesa, en el centro de trabajo del Hospital
Costa del Sol de Málaga.

Si bien la Constitución en su artículo 28 2 reconoce a
los trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus
intereses, también contempla la regulación legal del estable-


